RENDICIÓN DE CUENTAS DE LA COMISIÓN PERMANENTE DE JUSTICIA Y DERECHOS HUMANOS
Intervención del senador Antonio Manuel Taveras Guzmán
Presidente de la Comisión Permanente de Justicia y Derechos Humanos
Senado de la República Dominicana
Período agosto de 2024 – julio de 2026
Señor presidente del Senado de la República.
Honorables colegas senadoras y senadores:
Aprovecho este turno de ponencia para ofrecer cuentas sobre el trabajo realizado por la Comisión Permanente de Justicia y Derechos Humanos durante los períodos legislativos comprendidos entre el 16 de agosto de 2024 y el 26 de julio de 2026, tiempo en el que presidí dicha comisión. 
Lo hago convencido de que rendir cuentas no es solamente presentar cifras, enumerar reuniones o relacionar expedientes. Rendir cuentas significa explicar al país qué hicimos con la responsabilidad que nos fue confiada, cuáles asuntos estudiamos, qué reformas impulsamos y de qué manera procuramos contribuir al fortalecimiento del sistema de justicia, la institucionalidad democrática y la protección de los derechos fundamentales.
Durante estos dos años, la Comisión que me ha correspondido presidir ha tenido bajo su responsabilidad asuntos particularmente sensibles para la vida institucional de la República: la organización judicial, la creación y funcionamiento de tribunales, la legislación procesal, el régimen electoral, la administración penitenciaria, el fortalecimiento de los mecanismos de control público y la protección de los derechos y libertades fundamentales.
Ha sido un período de trabajo intenso y de importantes transformaciones para el sistema de justicia dominicano.
· Una comisión activa y productiva
Durante el período comprendido entre agosto de 2024 y enero de 2025, nuestra Comisión rindió ocho informes legislativos. En la legislatura siguiente, de febrero a julio de 2025, presentamos nueve informes legislativos, cinco informes de desapoderamiento y dos informes de gestión, además de tramitar el retiro de dos iniciativas y solicitar el descargo de treinta iniciativas que habían perdido vigencia.
Entre agosto de 2025 y enero de 2026 se presentaron otros dos informes legislativos y un informe de gestión; y durante el período comprendido entre febrero y julio de 2026 se trabajaron cuatro iniciativas con informe y un informe de gestión.
Pero detrás de esos números hay algo mucho más importante: hay horas de estudio, reuniones de trabajo, consultas, deliberaciones entre senadores, análisis técnicos y búsqueda de consensos sobre algunas de las cuestiones jurídicas e institucionales más importantes que ha conocido el Congreso Nacional durante estos años.
· Fortalecimiento de la justicia y de sus instituciones
Una parte sustancial de nuestro trabajo estuvo dirigida al fortalecimiento de las instituciones que integran el sistema de justicia.
La Comisión estudió el proyecto de Ley Orgánica del Tribunal Superior Electoral, incluyendo las modificaciones introducidas posteriormente por la Cámara de Diputados. Se trata de una legislación fundamental para consolidar institucionalmente uno de los órganos constitucionales responsables de garantizar la solución jurisdiccional de los conflictos electorales.
Trabajamos igualmente iniciativas relacionadas con la organización territorial del Poder Judicial, entre ellas la creación de una Corte de Apelación en la provincia Valverde, con jurisdicción adicional en Santiago Rodríguez; la solicitud de una nueva sala de la Jurisdicción Inmobiliaria en Samaná; y el cumplimiento de la ley que crea el Juzgado de Paz del Distrito Municipal La Ciénega, en San José de Ocoa.
La justicia no puede ser verdaderamente accesible si las instituciones encargadas de impartirla no están suficientemente próximas a los ciudadanos.
· Ministerio de Justicia y Derechos Humanos
Uno de los procesos legislativos de mayor trascendencia institucional estudiados por esta Comisión fue el relativo a la creación del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos.
Durante nuestros trabajos fueron examinadas y fusionadas iniciativas orientadas al fortalecimiento del sistema de justicia y a la creación de esta nueva institución.
La discusión sobre el Ministerio de Justicia trasciende la creación de una nueva estructura administrativa. Forma parte de una reflexión mucho más amplia sobre cómo organizar racionalmente las funciones del Estado vinculadas a la política pública de justicia y cómo permitir que cada institución concentre sus esfuerzos en las competencias que corresponden a su naturaleza constitucional.
Nuestro trabajo estuvo orientado a contribuir a la construcción de una arquitectura institucional más coherente, especializada y eficiente.
· Reforma de la normativa procesal penal
Otro de los grandes ejes de nuestra labor fue la revisión de aspectos fundamentales de la normativa procesal penal que daría lugar a nuevo Código Procesal Penal. 
La Comisión conoció diversas iniciativas destinadas a modificar disposiciones de la Ley núm. 76-02 y otras normas conexas. Estos proyectos fueron objeto de distintas actuaciones legislativas durante varios períodos, lo que refleja tanto su complejidad como la importancia de alcanzar soluciones técnicamente adecuadas.
La legislación procesal penal es vital importancia pues se encuentra directamente relacionada con algunos de los bienes constitucionales más delicados: la libertad de las personas, la tutela judicial efectiva, el debido proceso, los derechos de las víctimas y la capacidad del Estado para perseguir eficazmente la criminalidad.
· Extinción de dominio y lucha contra la criminalidad
También prestamos especial atención a la implementación de la legislación sobre extinción de dominio de bienes ilícitos.
Como presidente de esta Comisión sometimos una resolución exhortando al Ministerio Público y al Poder Judicial a adoptar las medidas necesarias para la implementación efectiva de la Ley núm. 340-22. La aprobación de una ley no agota la responsabilidad del legislador. Las leyes deben convertirse en instituciones, procedimientos y resultados concretos.
La extinción de dominio constituye una herramienta relevante para enfrentar las estructuras económicas de la criminalidad organizada y evitar que los beneficios provenientes de actividades ilícitas permanezcan incorporados al patrimonio de quienes se benefician de ellas.
Nos llena de regocijo saber que en el pasado mes de junio fue emitida la primera sentencia de extinción de dominio en la historia del país. 
· Una justicia adaptada a la transformación tecnológica
Durante el período febrero-julio de 2026 estudiamos también el proyecto presentado por la Suprema Corte de Justicia para modificar los artículos 5 y 12 de la Ley núm. 339-22, que habilita y regula la utilización de medios digitales en los procesos judiciales y procedimientos administrativos del Poder Judicial.
La transformación digital de la justicia constituye uno de los grandes desafíos de nuestro tiempo.
La tecnología debe servir para acercar la justicia al ciudadano, reducir tiempos y costos, aumentar la eficiencia y facilitar el acceso, pero siempre preservando el debido proceso, la seguridad jurídica y las garantías fundamentales.
· Jurisdicción Contencioso Administrativa
Otro de los asuntos de especial trascendencia institucional fue el estudio del proyecto de Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa.
Fortalecer esta jurisdicción significa fortalecer los mecanismos mediante los cuales el ciudadano puede exigir que la Administración Pública actúe sometida a la Constitución y a la ley.
En un Estado constitucional de derecho no basta con proclamar que los poderes públicos están sometidos al ordenamiento jurídico. Es indispensable que existan instituciones y procedimientos efectivos mediante los cuales ese sometimiento pueda hacerse exigible.
Por ello, la consolidación de una jurisdicción contencioso-administrativa eficiente constituye también una garantía para la ciudadanía frente al ejercicio del poder público.
· Prevención de los conflictos de intereses
Durante el último período legislativo objeto de esta rendición de cuentas, nuestra Comisión estudió también una iniciativa de nuestra autoría dirigida a la regulación de los conflictos de intereses en el ejercicio de las funciones públicas.
Este tema forma parte de una concepción de la institucionalidad que hemos defendido consistentemente: la confianza pública requiere reglas claras que permitan distinguir los intereses particulares de quienes ejercen funciones públicas de los intereses generales que están llamados a proteger.
Regular adecuadamente los conflictos de intereses fortalece la transparencia, previene situaciones que pueden comprometer la imparcialidad de las decisiones públicas y contribuye a elevar los estándares de integridad de nuestras instituciones.
· Fiscalización y control del Congreso Nacional
La Comisión también conoció iniciativas relativas a una Ley Orgánica de Fiscalización y Control del Congreso Nacional.
Este es un tema particularmente relevante porque la función constitucional del Congreso no termina con la aprobación de las leyes.
Legislar, representar y fiscalizar constituyen dimensiones esenciales del Poder Legislativo.
Fortalecer los mecanismos de fiscalización significa fortalecer la capacidad institucional del Congreso para exigir información, evaluar el funcionamiento de las políticas públicas y controlar democráticamente el ejercicio del poder.
· Otros asuntos de relevancia social e institucional
Durante estos períodos conocimos igualmente iniciativas relacionadas con la lucha contra la trata de personas y el tráfico ilícito de migrantes; la construcción de infraestructura penitenciaria bajo el nuevo modelo; los procesos de titulación de terrenos del Estado en la zona fronteriza y en distintas comunidades del país; y diversas iniciativas destinadas a enfrentar modalidades de fraude mediante esquemas piramidales.
También trabajamos la regulación del embargo retentivo, mediante el estudio conjunto de distintas iniciativas sometidas al Senado sobre esta materia.
La diversidad de estos asuntos refleja la amplitud de las competencias de la Comisión de Justicia y Derechos Humanos y la incidencia directa que sus decisiones pueden tener sobre la seguridad jurídica y la vida cotidiana de los ciudadanos.
· El valor del trabajo colectivo
Quiero aprovechar esta rendición de cuentas para reconocer que los resultados que hoy presentamos no pertenecen exclusivamente a quien preside la Comisión.
Son producto del trabajo de cada uno de sus integrantes.
En una democracia, las diferencias políticas son naturales y necesarias. Pero cuando estudiamos instituciones fundamentales de la República, tenemos también la obligación de procurar espacios de deliberación seria y construcción de consensos.
Agradezco a mis colegas senadoras y senadores que han participado en estos trabajos, a los equipos técnicos y al personal del Senado que ha acompañado cada uno de estos procesos.
También agradecemos a las instituciones, especialistas y sectores que han contribuido con sus observaciones y conocimientos al estudio de las distintas iniciativas.

Una visión de la justicia
Honorables colegas:
Nuestra responsabilidad no consiste simplemente en producir más leyes.
Nuestro desafío consiste en producir mejores instituciones.
Una justicia más accesible.
Una justicia más eficiente.
Una justicia independiente.
Una Administración Pública sometida efectivamente al Derecho.
Un Ministerio Público concentrado en las funciones que constitucionalmente le corresponden.
Un Congreso con mejores instrumentos para ejercer su función de control.
Instituciones públicas sometidas a mayores estándares de transparencia e integridad.
Y un ordenamiento jurídico capaz de garantizar derechos al mismo tiempo que proporciona al Estado instrumentos eficaces para enfrentar la criminalidad.
Esa ha sido la orientación que hemos procurado imprimir al trabajo de la Comisión Permanente de Justicia y Derechos Humanos durante estos dos años.
Somos conscientes de que quedan reformas pendientes y de que muchas de las iniciativas estudiadas requieren continuar su recorrido constitucional y legislativo. La labor de una comisión no puede confundirse con la aprobación definitiva de una ley ni con su posterior promulgación. Nuestra responsabilidad ha sido estudiar, deliberar, escuchar, construir propuestas y rendir los informes correspondientes ante este Senado.
Hoy presentamos esa labor ante este Pleno y, a través de él, ante la sociedad dominicana.
Lo hacemos con la convicción de que la fortaleza de una democracia se mide también por la calidad de sus instituciones de justicia, por la protección efectiva de los derechos fundamentales y por la capacidad de someter el ejercicio del poder a reglas claras y previsibles.
Ese ha sido nuestro compromiso.
Y continuará siendo nuestra responsabilidad.
Muchas gracias.
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